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	SUMARIOS: 

1. Es constitucional el régimen legal que encomienda el juzgamiento de las cuestiones relativas a arrendamientos y aparcerías rurales a las Cámaras Nacionales de Conciliación y Arbitraje Obligatorio, en tanto en virtud de su carácter orgánico y estable como parte del derecho común de la Nación, no constituyen las comisiones especiales a las que se refiere el art. 29 de la Constitución Nacional. 

2. El debido procedimiento legal, respecto de la actuación de las Cámaras Nacionales de Conciliación y Arbitraje Obligatorio en cuestiones relativas a arrendamientos y aparcerías rurales, se encuentra garantizado expresamente por la ley 13.246 (Adla, VIII-85). 

TEXTO COMPLETO: 

Dictamen del Procurador General

Llega a conocimiento de V. E. por la vía del recurso extraordinario deducido a fs. 113 -que estimo formalmente procedente- la cuestión referente a la validez constitucional de las decisiones emanadas, con fuerza de cosa juzgada, de las Cámaras Paritarias de Conciliación y Arbitraje Obligatorio (arts. 46 y sigtes. de la ley 13.246 y art. 2° de la ley 13.897). El fallo de fs. 96 ha sido, en efecto, contrario a las pretensiones del apelante en cuanto éste sostiene que la actuación de dichos organismos resulta violatoria de los arts. 29 y 90 de la Constitución Nacional en la parte en que dichas disposiciones se refieren respectivamente a la garantía de los jueces naturales y a la prohibición del ejercicio de funciones judiciales por el Presidente de la República.

Las leyes 13.246 y 13.897 han encarado con carácter general y permanente la solución de uno de los problemas fundamentales del campo argentino: el del régimen de los arrendamientos y aparcerías rurales. Se trata de una legislación de contornos técnicos, que no sólo ha tenido en vista el aspecto de las relaciones particulares entre el propietario del suelo y quien lo trabaja, sino también y primordialmente el punto relativo a la explotación y utilización racional de una de las fuentes fundamentales de la riqueza del país. Estamos, por ello, en presencia de una legislación que excede, por su alcance trascendente y sus caracteres de novedad y especialidad, el plano de la mera legislación común, tanto como que ella constituye el cumplimiento apenas anticipado del inmediatamente posterior mandato constitucional que impone al Estado la obligación de " fiscalizar la distribución y la utilización del campo, e incrementar su rendimiento en interés de la comunidad y procurar a cada labriego o familia labriega la posibilidad de convertirse en propietario de la tierra que cultiva" (art. 38, Constitución Nacional).

De esto deriva que sea erróneo el enfoque de quien pretenda ver el problema de las relaciones que surgen de los contratos de arrendamientos y aparcerías rurales como un asunto susceptible de ser resuelto por la vía de los cánones tradicionales que rigen las relaciones de carácter meramente individual. Como dijo el miembro informante de la mayoría en la Convención Nacional Constituyente de 1949, " la vida económica nacional de nuestros días, que reúne a millones de hombres en una comunidad de trabajo -porque para satisfacer las necesidades propias dependen estrechamente los unos de los otros-, ha convertido las cuestiones de salarios, de arrendamientos urbanos y rurales, de precio de los objetos de consumo, en asuntos que se rigen por la justicia social y no por la justicia conmutativa, que tuvo validez para formas económicas más sencillas y, principalmente, para el comercio de trueque" (Diario de Sesiones de la Convención Nacional Constituyente, año 1949, Buenos Aires, imprenta del Congreso de la Nación, 1949, p. 279).

La mera controversia entre un arrendador y un arrendatario, cual es el caso, no representa pues sino un aspecto de un problema más general, que al ser de justicia social por alcanzar a "las relaciones recíprocas de los grupos sociales, los estamentos profesionales y las clases con las obligaciones individuales" (ob. y lug. cit.), reclamaba vías y formas de solución que sin dejar de contemplar los legítimos intereses individuales, estuvieran en consonancia con los intereses directos y generales de los grupos sociales en juego, por una parte, y con las finalidades de la política económico-social que el nuevo ordenamiento constitucional impone al Estado, por la otra.

Ha surgido así en nuestro país lo que constituye el comienzo de una nueva rama jurídica: el derecho agrario, con caracteres de autonomía y especialidad tales como para autorizar su desgaje del viejo tronco, el Código Civil, que si con su fórmula individualista pudo satisfacer las necesidades de una época de corte económico típicamente liberal, no puede ya seguir sirviendo la solución de problemas que exceden, por su complejidad y nueva impostación, las posibilidades para que aquél fuera arbitrado.

Ahora bien, si legítimo al par que necesario fue el nuevo ordenamiento de fondo, como que él tiene su fundamento en el art. 38 de la Constitución, no menos justificada era la creación de sus correspondientes órganos de aplicación, porque la nueva legislación exigía, para que el cumplimiento de sus fines fuera una realidad y no mera utopía, el establecimiento de organismos estructurados en función de los problemas peculiares para los que se buscaba solución. Fue de este modo como se llegó a la implantación de las Cámaras Paritarias de Conciliación y Arbitraje Obligatorio, primero con una competencia limitada (ley 13.246), y luego, por obra de la ley 13.897, con una jurisdicción amplia y exclusiva sobre todas las cuestiones que conciernen a los contratos de arrendamientos y aparcerías rurales.

No es posible, por todo ello, reconocer validez a la legislación de fondo en sí y al propio tiempo negársela a los organismos previstos en ella para su aplicación; y no es posible porque tanto valdría como echar abajo el sistema todo que no puede funcionar correctamente -tal como ha sido estructurado- sino en manos de los propios interesados, es decir de quienes viven directamente el problema del campo, sea en su condición de propietarios o de arrendatarios. Léase la discusión parlamentaria de la ley 13.897 y podrá percibirse hasta qué punto ha sido unánime el pensamiento de los legisladores en torno a la necesidad de independizar a las Cámaras Paritarias, eliminando todo control judicial ordinario (ver especialmente, Diario de la Honorable Cámara de Diputados, Sesión del 17 de mayo de 1950, Año del Libertador General San Martín).

Evidentemente, pues, nos hallamos en presencia de verdaderos "tribunales agrarios" , como se los calificó en la discusión parlamentaria, aun cuando por su forma de composición y designación no forman parte del Poder Judicial. Y bien ¿bastará esta última circunstancia para sancionar la invalidez de las Cámaras Paritarias? Tal es, en definitiva, la cuestión que se propone a la decisión de V. E.

No vacilo en adelantar mi opinión negativa. Cierto es que los allí llamados "tribunales agrarios" no forman parte del Poder Judicial, strictu sensu, dentro de la concepción tradicional de ese poder del Estado, aun cuando sea innegable que ejercen amplias funciones jurisdiccionales, pero también es cierto, en contra de la tesis que sustenta el apelante, que ellos no son las "comisiones especiales" prohibidas por el art. 29 de la Constitución por la sencilla razón de que no son constituidos especialmente para cada caso sino que son tribunales permanentes, designados por la ley antes del hecho de la causa, revestidos de facultades para entender con carácter general en todos los asuntos de la materia de que se trata.

No más fundada se me aparece la objeción basada en el art. 90 del texto fundamental, porque sólo olvidando la forma de designación y de actuación de las Cámaras Paritarias es posible sostener que su existencia comporta el ejercicio de facultades judiciales por parte del Presidente de la República. En primer lugar, y por imperio de lo que dispone el art. 2° de la ley 13.897, las decisiones de dichos organismos hacen cosa juzgada, no siendo susceptibles de otro recurso que el extraordinario del art. 14 de la ley 48, vale decir que el Presidente de la República carece de autoridad para modificar lo resuelto, contrariamente a lo que ocurriría si las Cámaras Paritarias dependieran efectivamente o estuvieran ligadas por alguna relación de subordinación con el Poder Ejecutivo. En segundo término, y aun cuando las Cámaras Paritarias están integradas por funcionarios especializados del Ministerio de Agricultura, sus mayorías las forman los representantes de las partes propuestos en ternas a designación del Poder Ejecutivo por las entidades agrarias numéricamente más representativas de la zona (Cámaras Regionales) o de la República (Cámara Central) según correspondiere.

Quien ejerce las funciones jurisdiccionales previstas en las leyes 13.246 y 13.897 no es, pues, el Presidente de la República, sino los organismos de que vengo tratando. El Poder Ejecutivo tiene sin duda una amplia facultad de elección en lo que hace a la designación de los funcionarios del Ministerio de Agricultura y una facultad limitada de selección en lo que hace a los candidatos propuestos por las entidades agrarias, pero es evidente que ni decide las controversias ni siquiera puede decirse que tenga influencia preponderante en la formación del tribunal agrario dada la forma arbitrada para la constitución del mismo y el número y origen de sus miembros.

La verdad es que el art. 90 de la Constitución tiene muy otro alcance que el que aquí ha pretendido dársele y es el de evitar que el Presidente de la República por sí o ante sí ejerza funciones judiciales, se arrogue el conocimiento de causas pendientes o restablezca las fenecidas, usurpando de ese modo lo que la Constitución y la ley han querido poner ineludiblemente en otras manos que las suyas. Pero, no se ha buscado con esa disposición impedir que el mismo Poder Legislativo, -cuando la naturaleza de las cosas así lo aconseja para su mejor manejo-, autorice que determinados organismos, siguiendo un procedimiento preestablecido que asegure las garantías fundamentales de la libertad individual, ejerzan funciones jurisdiccionales, aunque ellos no pertenezcan específicamente al Poder Judicial.

Por esto ha podido V. E., sin auténtico menoscabo del principio de división de poderes ni de garantía individual alguna, reconocer -entre otros, en 186:81, 157:386, 187:79, 191:514 y a través de una serie de casos que sería largo enumerar-, la validez constitucional del ejercicio de funciones de naturaleza judicial por parte de funcionarios pertenecientes a la rama ejecutiva del gobierno. "La jurisprudencia de esta Corte -dijo textualmente V. E. en 193:408-, encarando la creciente complejidad de las funciones de la administración, ha encontrado admisible que cierto tipo de negocios o infracciones, por razón de la naturaleza pública de los intereses cuya tutela se procura, sean juzgados por funcionarios y formalidades especiales. El Tribunal ha contemplado algunos de estos supuestos y admitido la validez de los procedimientos arbitrados, con el fin de hacer posible y eficaz la aplicación de las disposiciones legales que rigen o sancionan los asuntos de que se trata" .

Y por esto ha podido también V. E. afirmar: "Que cuando el art. 27 del Código de Procedimientos en lo Criminal entrega el juzgamiento de determinadas faltas y contravenciones implicadas en el poder de policía a la administración municipal o policial, o cuando el aludido estatuto legisla sobre el procedimiento en los juicios sobre faltas, acordándosele jurisdicción para resolverlos al Jefe de Policía, no puede decirse, como es obvio, que sea el Presidente de la República quien ejercite funciones judiciales contrariamente a lo prescripto por el art. 95 de la Constitución (Fallos: t. 154, p. 192), ni tampoco que se juzgue al recurrente por comisiones especiales o se le saque de sus jueces naturales, toda vez que el Jefe de Policía, como se ha dicho, se encuentra especialmente investido por la ley para decidir en las causas de la naturaleza presente" (191:497 y los allí citados).

Por último, y para refirmar que no nos encontramos en presencia de una verdadera violación del art. 90 de la Constitución, he de recordar una hipótesis constitucional que ya se planteara el Tribunal al resolver 154:192. Se da, en efecto, en la Constitución vigente, como ya se daba en la anterior, un supuesto que demuestra que el acuerdo del Senado requerido para el nombramiento de los jueces por el Poder Ejecutivo no integra el concepto de juez natural en cuanto garantía individual ni su omisión afecta lo dispuesto en el art. 90. Me refiero al caso del nombramiento de los jueces en comisión que autoriza el art. 83, inc. 22, del texto actual y autorizaba el art. 86, inc. 22, de la derogada. En tal supuesto, como dijo V. E., en el fallo citado, "aunque los jueces así nombrados, sobre todo cuando el acuerdo no se presta, han actuado, condenando o absolviendo, en virtud de un nombramiento emanado del Poder Ejecutivo, no puede en verdad decirse que sea el Presidente quien ha ejercido aquellas funciones judiciales sin atribuir a los autores de la Constitución el profundo desconocimiento que resultaría de haber incorporado el inc. 22 del art. 86 (inc. 22, del art. 83 de la actual) del instrumento que redactaron, en pugna según eso con lo establecido en el art. 95 (art. 90 vigente)".

No he de abundar en mayores consideraciones para afirmar mi convicción, pero creo del caso destacar:

1°) Que las Cámaras Paritarias no son organismos administrativos, sino verdaderos tribunales agrarios permanentes de origen legal y naturaleza arbitral por estar sus mayorías compuestas por representantes de los intereses en juego.

2°) Que el debido procedimiento legal está garantizado por el art. 46, in fine de la ley 13.246, en cuanto dispone textualmente que: "El procedimiento se dividirá en dos fases: la fase conciliatoria previa, en la que obligatoriamente se procurará el avenimiento de las partes; y la fase contenciosa, regulada de suerte que permita la audiencia de los interesados y la defensa y prueba con sujeción a los principios de contradicción, publicidad y preferente oralidad, eventualidad y concentración, impulsión de oficio e inmediación, gratuidad, sencillez y coloridad de los trámites".

3°) Que la repercusión constitucional de los fallos emanados de las Cámaras Paritarias está sometida en definitiva al control de V. E. por la vía del recurso extraordinario, según expresamente lo establece el art. 2° de la ley 13.897.

Estimo, en consecuencia, que corresponde rechazar las inconstitucionalidades planteadas y confirmar el fallo apelado en cuanto ha podido ser materia de recurso extraordinario.- Marzo 24 de 1952.- Carlos G. Delfino.

Buenos Aires, diciembre 14 de 1953.

Considerando: Que el recurso extraordinario es procedente porque se ha cuestionado la constitucionalidad de la Cámara Paritaria de Conciliación y Arbitraje Obligatorio que ha entendido en la causa y la decisión es contraria al derecho que el recurrente alega fundado en los arts. 29 y 90 de la Constitución.

Que al pronunciarse la Corte en esta misma fecha (juicio "Camps, Juan y Bartolomé c. González, Eliseo (Suc.) s/ excepción prórroga legal art. 52 (inc. d)" ) sobre la constitucionalidad del régimen legal que encomienda el juzgamiento de las cuestiones relativas a arrendamientos y aparcerías rurales a las Cámaras Nacionales de Conciliación y Arbitraje Obligatorio cuya validez se objeta en esta causa, ha tenido oportunidad de hacer notar que dichos organismos integran indisolublemente el actual régimen legal de los mencionados arrendamientos y aparcerías rurales. Ante todo se ha de tener por reproducido aquí todo lo que allí se dijo en el sentido de la constitucionalidad de dicho régimen porque su carácter orgánico y estable, como parte del derecho común de la Nación, destacado en aquella sentencia es el primer argumento demostrativo de que las Cámaras en cuestión no son de ninguna manera las comisiones especiales a que se refiere el art. 29 de la Constitución, sino, como lo observa el Sr. Procurador General en su dictamen, "tribunales permanentes, designados por la ley antes del hecho de la causa, revestidos de facultades para entender con carácter general en todos los asuntos de la materia de que se trata".

Que, por lo demás, esta Corte ha tenido repetidas oportunidades de pronunciarse sobre la validez constitucional del ejercicio de funciones judiciales por parte de funcionarios pertenecientes al Poder Ejecutivo (Fallos: 156, 81; 157, 386; 187, 79; 191, 514, etc.). "La jurisprudencia de esta Corte -se dijo en la sentencia de la p. 408 del tomo 193 de la Colección de Fallos, recordada por el Sr. Procurador General en su dictamen-, ...encarando la creciente complejidad de las funciones de la administración, ha encontrado admisible que cierto tipo de negocios o infracciones, por razón de la naturaleza pública de los intereses cuya tutela se procura, sean juzgados por funcionarios y formalidades especiales. El Tribunal ha contemplado algunos de estos supuestos y admitido la validez de los procedimientos arbitrados, con el fin de hacer posible y eficaz la aplicación de las disposiciones legales que rigen o sancionan los asuntos de que se trata". Análoga tesis había sido anticipada con respecto a la actuación del Jefe de Policía en los juicios de faltas (Fallos: 154, 192 y 191, 497).

Que, por lo demás, el debido procedimiento legal está garantizado expresamente por el art. 46 de la ley 13.246. Y el recurrente no indica en qué punto o de qué modo el derecho de defensa hállase vulnerado en la actuación de las Cámaras de que se trata.

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se confirma la sentencia de fs. 96 en cuanto ha sido materia de recurso. - Rodolfo G. Valenzuela. -Tomas D. Casares. - Felipe S. Pérez. - Atilio Pessagno.
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